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Vulnerabilidad: categorización 
y contextualización como 
herramientas legislativas

Estela B. Sacristán

Sumario: I. Planteo.— II. ¿Quiénes son personas vulnerables?  
Criterios.— III. Re!exiones "nales.

I. Planteo (1)

La noción de vulnerabilidad remite, etimoló-
gicamente, a la forma latina vulnus o herida (2), 
incorporada al castellano en el siglo XVI. El ge-
nérico “vulnerabilidad” dataría del siglo XIX. 
Dada aquella remisión etimológica, vulnerabili-
dad puede ser entendida como susceptibilidad 
de ser herido o lastimado; dicha herida o lasti-
madura podrá, según los casos, ser física, mo-
ral, psicológica, económica, institucional, entre 
otros muchos supuestos. En cierto modo, el ser 

 (1)  El presente se basa en la exposición efectuada el 
01/12/2021 en el Congreso Internacional de Derecho 
Administrativo "Desafíos para el Ministerio Público en 
el marco de las previsiones constitucionales, adminis-
trativas e internacionales", organizado por el Ministerio 
Público de la Provincia de Buenos Aires y el Instituto In-
ternacional de Derecho Administrativo. Aprovecho para 
agradecer, a los Dres. Julio Conte Grand y María José Ro-
dríguez, nuevamente, la generosa invitación.

  (2)  COROMINAS, Joan (1987), "Breve diccionario 
etimológico de la lengua castellana", Gredos, Madrid,  
3ª ed. muy revisada y mejorada, p. 612; COROMINAS, 
Joan - PASCUAL, José A. (colab.) (1983), "Diccionario crí-
tico etimológico castellano e hispánico", Gredos, Madrid, 
t. Ri-X, p. 846. Según esta última obra, la primera docu-
mentación del término "vulnerable" es de San Juan de 
la Cruz, Cántico espiritual, "Canciones entre el alma y el 
esposo", cuyo texto puede verse en: http://www.cervan-
tesvirtual.com/portales/san_juan_de_la_cruz/obra-vi-
sor/canciones-manuscrit-cantico-espiritual-i-llama-de-
amor-viva-amb-les-declaraciones--0/html/005a65a2-
82b2-11df-acc7-002185ce6064_74.html (último acceso: 
5/12/2021); así como en: https://www.sanjuandelacruz.
com/cantico-espiritual/ (último acceso: 5/12/2021): 
"Vuélvete, paloma, / que el ciervo vulnerado / por el ote-
ro asoma, / al aire de tu vuelo, y fresco toma."

susceptible de ser herido o lastimado podría ser 
considerado como algo inherente a la condi-
ción humana, condición compartida con todos 
los demás seres humanos del planeta. De allí 
que deba distinguirse entre la vulnerabilidad de 
una persona, y la vulnerabilidad de, por ejem-
plo, una comunidad, un sistema, una red, o un 
activo. En otras palabras, desde el punto de vis-
ta de la aplicabilidad de la característica, puede 
distinguirse entre vulnerabilidad como cualidad 
personal o de un sujeto, y, por el otro lado, como 
cualidad no humana, propia de una cosa o en-
tidad.

Ahora, la vulnerabilidad, como cualidad per-
sonal, podría ser considerada a la luz de las 
particularidades de cada persona, y desde esa 
plataforma advertiríamos que, primero, y en 
forma comparativa, no todos somos iguales en 
materia de susceptibilidad de ser heridos, con 
lo que experimentaríamos la vulnerabilidad de 
forma particularizada (3). Habría una cuota de 
relatividad en la vulnerabilidad, tal que yo po-
dría creer que no soy mayormente vulnerable 
mientras escribo estas líneas, mas de repente 
podría advertir que, como se avecina una tor-
menta, si aquella rama tocara el transformador 
ubicado en la parte superior de aquella torre y 
dejara de transmitir la línea de media tensión 

  (3)  Conf. PERONI, Lourdes - TIMMER, Alexandra 
(2013), "Vulnerable groups: $e promise of an emerging 
concept in European Human Rights Convention law", In-
ternational Journal of Constitutional Law, vol. 11, issue 4: 
pp. 1056-1085, esp. sección 2, disponible en: https://aca-
demic.oup.com/icon/article/11/4/1056/698712 (último 
acceso: 15/8/2021).
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allí ubicada, y si careciera de un grupo electró-
geno de emergencia, sería vulnerable a un cor-
te de luz que me impediría continuar utilizando 
el ordenador o computadora, con agravio a mi 
ejercicio de la libertad de expresión académica 
en ejercicio al escribir estas líneas.

En segundo lugar, puede advertirse una dosis 
de implícita comparación en la idea de vulnera-
bilidad: en el ejemplo mencionado, quien posee 
una unidad generadora de emergencia sería, 
ante un potencial corte de suministro, compa-
rativamente menos vulnerable que quien no 
cuenta con uno a su disposición.

En tercer lugar, habría dos perspectivas con 
habilidad para generar dos clases de vulne-
rabilidad: una intrínseca y objetiva, y otra si-
tuacional o asociable a una situación, medio o 
contexto. En punto a la primera perspectiva, no 
se podría poner en duda que una persona por 
nacer es, en sí misma, claramente, vulnerable 
por su propia condición de ser una persona por 
nacer, situación que se prolongaría en el tiem-
po luego del nacimiento y a lo largo del tiempo; 
en punto a la segunda perspectiva, la situación 
de estar dando clase en forma remota, suma-
da a la coincidencia de factores generadores de 
un corte de suministro y la ausencia de un gru-
po electrógeno, produciría una vulnerabilidad 
asociable a dicha situación de docencia remota, 
vulnerabilidad que desaparecería en el momen-
to en que el reloj mostrara que concluyó el hora-
rio asignado a la clase (4).

Más allá de estas simples re!exiones intro-
ductorias de tenor descriptivo, lo cierto es que 
las diversas fuentes jurídicas, al establecer quié-
nes son o serán considerados vulnerables —o, 
en su caso, hipervulnerables—, tendrán un ra-
dio de acción de tenor, en lo que aquí interesa, 
subjetivo. Ese radio de acción subjetivo podría 
ser deducido empíricamente, y el resultado será 
seguramente de contornos más o menos de-
terminados. Pero ese radio de acción también 

  (4)  Algunos autores diferencian entre vulnerabili-
dad antropológica, y vulnerabilidad social (determinada 
por la pertenencia a un grupo que convierte en vulne-
rables a los individuos); ver FEITO, Lydia (2007), "Vul-
nerabilidad", Anales del Sistema Sanitario de Navarra, 
vol. 30, supl. 3: pp. 7-22, disponible en: https://scielo.
isciii.es/pdf/asisna/v30s3/original1.pdf (último acceso: 
15/08/2021)).

podría ser determinado en forma descriptiva, 
ampliándose el campo de acción del concep-
to (5). En otras palabras, una cosa sería ser vul-
nerable en razón de, por ejemplo, la edad, y algo 
distinto sería ser vulnerable en razón de, por 
ej., el lugar por el cual se transita o en el cual se 
mora. En el primer caso, estaríamos aludiendo 
a una propiedad de índole objetiva, fácilmente 
veri"cable; en el segundo supuesto, parecería 
apuntarse al “origen” de la vulnerabilidad. En 
términos cotidianos, en el primer supuesto sus-
tentaríamos la propiedad de vulnerable en un 
diagnóstico (tener tal edad lo hace a usted vul-
nerable); en el segundo, en el origen o causa (el 
transitar por un lugar de tales características o el 
morar en él lo hace a usted vulnerable).

En este contexto, este trabajo estará endere-
zado a un "n por demás acotado: tender la mi-
rada hacia las fuentes jurídicas que distinguen 
o individualizan a quiénes son considerados 
“personas vulnerables” —e incluso “personas 
hipervulnerables”— y a indagar en un aspecto 
que estimo relevante metodológicamente: las 
particulares herramientas legislativas o criterios 
normativos adoptados en punto a esa indivi-
dualización (sección II), para luego esbozar las 
conclusiones pertinentes (sección III).

II. ¿Quiénes son personas vulnerables? Cri-
terios

Con orígenes en la teoría política y la socio-
logía, el concepto de vulnerabilidad parece ha-
ber arribado a la esfera del derecho y la ética. Tal 
resultado permitiría visualizarlo como un con-
cepto no originariamente jurídico. Ello no es fe-
nómeno inusual; consideremos, por ejemplo, 
el concepto de e"ciencia, de raigambre econó-
mica, y la forma en que se instaló en el campo 
del derecho, hasta llegar incluso a tener estatus 
constitucional (6).

Sin embargo, el concepto de vulnerabilidad 
ha sido tanto pasible de reservas por su per"l 

  (5)  Esta diferenciación abreva en BASSET, Ursula 
(2017), "Presentación de la obra", en BASSET, Úrsula; 
FULCHIRON, Hugues; BIDAUD-GARON, Christine; LA-
FFERRIÈRE, Nicolás N. (dirs.), Tratado de la vulnerabili-
dad, LLBA, pp. XLV-LVI, esp. p. XLVII.

 (6)  Ver art. 42, CN, en punto a la e"ciencia y los servi-
cios públicos.
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amplio e impreciso —consideremos la breve ca-
racterización brindada en la sección I—, como 
de alabanzas —dada su habilidad para robuste-
cer la igualdad— (7).

Se aprecian, en las fuentes jurídicas, dos ac-
titudes distintas a los "nes de que se concrete 
la inclusión subjetiva en el concepto de vulne-
rabilidad: por un lado, la identi"cación de cate-
gorías de personas a los "nes de esa inclusión; 
por otro lado, la caracterización de situaciones 
o contextos que hacen que quienes se hallen in-
mersos en estos sean considerados vulnerables. 
La primera modalidad puede ser sintetizada en 
la idea de “categorización”, y se per"laría como 
más objetiva, determinada y —si se quiere—, 
segura o cierta o dotada de certidumbre que la 
segunda, que involucra “contextualización” o 
una relación subjetiva respecto de la situación, 
medio o contexto y, si se quiere, dependiente de 
estos.

Ambas modalidades o técnicas pueden ser 
asociadas a lo que conocemos como proceso 
de “especi"cación”  (8), que es aquel por me-
dio del cual, en el campo del derecho, se pue-
de proceder hacia una “ulterior determinación 
de los sujetos titulares de derechos”. Se tratará, 
en de"nitiva, de identi"car a quiénes resultan 
desfavorecidos, necesitados o carenciados, re-
quirentes de una tutela particular, como enseña 
Sagüés (9).

A modo de ejemplo, consideremos al niño, 
genéricamente. Podemos cali"car al niño (10), 

 (7)  Ampliar en el detallado estudio de FULCHIRON, 
Hugues (2017), "Acerca de la vulnerabilidad y de las per-
sonas vulnerables", en BASSET, Úrsula; FULCHIRON, 
Hugues; BIDAUD-GARON, Christine; LAFFERRIÈRE, 
Nicolás N. (dirs.), Tratado de la vulnerabilidad, LLA, pp. 
3-14, esp. p. 5.

 (8)  Conf. DE ROIG, Asís (2000), "Las paradojas de los 
derechos fundamentales como límites al poder", Institu-
to de Derechos Humanos Bartolomé de las Casas, Uni-
versidad Carlos III de Madrid y Dykinson, Madrid, p. 76.

 (9)  SAGÜÉS, Néstor P. (2017), "Derecho constitucio-
nal", Astrea, Buenos Aires, t. 3, p. 62.

  (10)  "Esta especi"cación se ha producido bien res-
pecto al género, bien respecto a las distintas fases de la 
vida, bien teniendo en cuenta la diferencia entre estado 
normal y estados excepcionales en la existencia humana. 
Respecto al género, se han venido reconociendo progre-
sivamente las diferencias especí"cas de la mujer respecto 

por nacer o ya nacido, como vulnerable, en for-
ma objetiva, dada la fase de la vida en la cual se 
halla. Tal especi"cación de vulnerable será pro-
ducto de una “categorización”. Distinto sería el 
supuesto de cali"car a alguien como vulnerable 
en virtud del contexto en el cual se halla —pen-
semos en el ejemplo del relevate !ujo eléctrico 
mientras se da clase en forma remota—, en cuyo 
caso la especi"cación de vulnerable se daría por 
vía de “contextualización” si una regulación 
previese tal posibilidad.

Veamos, ahora, algunas instancias de espe-
ci"cación —en el sentido ya apuntado— que 
surgirían de fuentes jurídicas, sea por medio de 
categorización o de contextualización.

II.1. Categorización en la jurisprudencia

Pluralidad de ejemplos de categorización 
surgirían de la jurisprudencia de la Corte Su-
prema. Y en este punto, podemos considerar 
que, si bien en forma literal o expresa la cate-
goría conformada por las “personas vulnera-
bles” no "gura ni en la Constitución Nacional ni 
en los tratados con jerarquía constitucional, la 
jurisprudencia de la Corte Suprema argentina 
y diversas leyes —entre otras normas— la han 
consagrado en pluralidad de ocasiones en una 
valiosa realización del derecho constitucional.

La Corte Suprema ha realizado, a lo largo 
de los años, una delicada labor de reconoci-
miento, identi"cando categorías objetivamen-
te vulnerables. Así, además de enumerar a los 
vulnerables (11), ha considerado, como “grupo 

al hombre. En atención a las varias fases de la vida, se han 
venido diferenciando poco a poco los derechos de la in-
fancia y de la ancianidad de aquellos del hombre adulto. 
Respecto a los estados normales o excepcionales, se ha 
subrayado la exigencia de reconocer derechos especiales 
a los enfermos, a los incapacitados, a los enfermos men-
tales, etc. Basta recorrer los documentos aprobados en 
estos últimos decenios por los organismos internaciona-
les para darse cuenta de esta innovación. Me re"ero, por 
ejemplo, a la Declaración de Derechos del Niño (1959), 
(...)", conf. BOBBIO, Norberto (1991), "El tiempo de los 
derechos", Sistema, trad. de Rafael de Asís Roig, Madrid 
p. 110, disponible en: https://docs.google.com/view-
er?a=v&pid=sites&srcid=ZGVmYXVsdGRvbWFpbnxiaW
JsaW9keWNwfGd4OjFhNTM2N2Q4ZmQwYzRiNmI (úl-
timo acceso: 15/8/2021)

  (11)  "Asociación Civil para la Defensa en el Ámbito 
Federal e Internacional de Derechos c. Instituto Nacio-
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particularmente vulnerable”, y en virtud de una 
“cali"cación constitucional”, a los ancianos (12). 
Similar inteligencia se advierte respecto de cier-
tas personas que, por diversas razones, han ac-
cedido al estatus de jubilados (13). También ha 
hecho lo propio respecto de las personas con 
discapacidad (14), las personas que padecen un 

nal de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ 
amparo", Fallos 338:29, del 10/02/2015: "[A]un cuando 
pudiera sostenerse que, en el caso, el interés individual 
considerado aisladamente, justi"ca la promoción de 
demandas individuales, no es posible soslayar el incues-
tionable contenido social del derecho involucrado que 
atañe a grupos que por mandato constitucional deben 
ser objeto de preferente tutela por su condición de vul-
nerabilidad: los niños, las mujeres, los ancianos y las per-
sonas con discapacidad (art. 75, inc. 23 de la CN)". "C., 
J. C. c. EN - M° Defensa Ejército s/ daños y perjuicios", 
Fallos 343:264, del 30/04/2020: "[A] partir de la reforma 
constitucional de 1994, cobra especial énfasis el deber 
de brindar respuestas especiales y diferenciadas para los 
sectores vulnerables, con el objeto de asegurarles el goce 
pleno y efectivo de todos sus derechos. En ese orden, ha 
señalado que el envejecimiento y la discapacidad son 
causas predisponentes o determinantes de vulnerabili-
dad, circunstancia que normalmente obliga a los concer-
nidos a contar con mayores recursos para no ver compro-
metida seriamente su existencia y/o calidad de vida y el 
consecuente ejercicio de sus derechos fundamentales".

 (12)  "Itzcovich, Mabel c. ANSeS s/ reajustes varios", 
Fallos 328:566, del 29/03/2005, voto del Dr. Lorenzetti: 
"[L]a cali"cación constitucional de los ancianos como un 
grupo particularmente vulnerable, incorpora una regla 
hermenéutica que no se compadece con la introducción 
de diferencias que, lejos de protegerlos, desmejoran su 
posición jurídica".

  (13)  "García, María I. c. AFIP s/ acción meramente 
declarativa de inconstitucionalidad", Fallos 342:411, del 
26/03/2019: "[E]l envejecimiento y la discapacidad —los 
motivos más comunes por las que se accede al estatus 
de jubilado— son causas predisponentes o determinan-
tes de vulnerabilidad, circunstancia que normalmente 
obliga a los concernidos a contar con mayores recursos 
para no ver comprometida seriamente su existencia y/o 
calidad de vida y el consecuente ejercicio de sus dere-
chos fundamentales. Por ello, las circunstancias y con-
dicionantes de esta etapa del ciclo vital han sido motivo 
de regulación internacional, generando instrumentos 
jurídicos especí"cos de relevancia para la causa que se 
analiza".

  (14)  "Asociación Francesa Filantrópica y de Bene"-
cencia s/ quiebra s/ incidente de veri"cación de crédito 
por L. A. R. y otros", Fallos 341:1511, del 06/11/2018: "No 
hay duda que las normas invocadas reconocen que los 
niños y las personas con discapacidad se encuentran en 
una situación de especial vulnerabilidad que requiere 
una mayor protección por parte del Estado, a "n de ga-

rantizarles el goce de los derechos humanos fundamen-
tales allí contemplados (arts. 3°, 6°, 23 y 24 de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño; art. 19 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos; arts. 4°, 7° 
aps. 1 y 2, 25 y 28.1 de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad; ley 26.061) (...)". "Re-
curso Queja nro. 2 - R., M. S. c. OSDE s/ amparo de salud", 
Fallos 343:848, del 27/08/2020, disidencia del Dr. Rosatti: 
"[A] la luz de los principios constitucionales y a partir de 
la trascendencia —no solo individual sino social y cívi-
ca— del derecho a la educación en juego, cabe concluir 
que, ante las particulares circunstancias de casos como 
el presente, resulta imperativo que se garanticen medi-
das efectivas y personalizadas de apoyo en entornos que 
fomenten al máximo el desarrollo social y educativo de 
conformidad con el objetivo de plena inclusión, máxime 
cuando el actor es una persona en situación de múltiple 
vulnerabilidad por su condición de niño y de persona 
con discapacidad (art. 75, inc. 23, CN), de lo que se des-
prende que sus derechos deben ser objeto de una protec-
ción especial (vr. arg. dictamen de la Procuración Gene-
ral de la Nación en autos "M., F. G. y otro", resuelto por 
este Tribunal en Fallos 340:1062)". "Recurso Queja nro. 5 
Defensoría de Menores e Incapaces N° 6 y otros c. Cole-
gio Mallinckrodt Hermanas de la Caridad Cristiana Hijas 
de la Bienaventurada Virgen María s/ amparo", Fallos 
343:1805, del 26/11/2020, disidencia de los Dres. Maque-
da y Rosatti: "[A] la luz de los principios constitucionales 
reseñados y a partir de la trascendencia —no solo indi-
vidual sino social y cívica— del derecho a la educación 
en juego, cabe concluir que, ante las particulares circuns-
tancias de casos como el presente, resulta imperativo 
que se garanticen medidas efectivas y personalizadas de 
apoyo en entornos que fomenten al máximo el desarro-
llo social y educativo de conformidad con el objetivo de 
plena inclusión, máxime cuando el actor es una persona 
en situación de múltiple vulnerabilidad por su condición 
de niño y de persona con discapacidad (art. 75 inc. 23, 
Constitución Nacional), de lo que se desprende que sus 
derechos deben ser objeto de una protección especial (vr. 
arg. dictamen de la Procuración General en autos "M., F. 
G. y otro", resuelto por este Tribunal en Fallos 340:1062). 
En ese entendimiento, se colige la necesidad de que se 
arbitren las medidas necesarias para garantizar el cese de 
conductas discriminatorias tanto de las entidades edu-
cativas como de las personas involucradas en la educa-
ción, ya sean autoridades, docentes e incluso los mismos 
alumnos, y se fomenten valores constitucionales tales 
como la solidaridad en el cuerpo educativo. "Giménez, 
Rosa E. c. Comisión Médica Central y/o ANSES s/ recurso 
directo ley 24.241", Fallos 344:1788, del 15/07/2021, voto 
de la Dra. Highton de Nolasco, del dictamen de la Procu-
ración General al que el voto remite: "Al mismo tiempo, 
las prestaciones reclamadas en esta causa, al igual que las 
consideradas en el precedente "Pedraza", atienden con-
diciones de vulnerabilidad relacionadas con la subsis-
tencia y la mejora en la calidad de vida, y tienen carácter 
alimentario. A ello se suma la condición de discapacidad 
de la demandante que agrava los obstáculos de acceso a 
la justicia (...)."
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sufrimiento mental (15), las mujeres (16) y los 
niños (17). De igual modo, se han considerado 

  (15)  "Terruli, Jorge M. c. González, Manuel E. y 
otros s/ ejecución hipotecaria", t. 334. XLVIII.RHE, del 
22/12/2015: "Es criterio reiterado del Tribunal que el res-
peto de la regla del debido proceso debe ser observado 
con mayor razón en el caso de quienes padecen un su-
frimiento mental debido al estado de vulnerabilidad, fra-
gilidad, impotencia y abandono en el que se encuentran 
frecuentemente esas personas, lo que rea"rma el princi-
pio constitucional a una tutela judicial efectiva (conf. arg. 
Fallos 328:4832; 331:1859)". En similar sentido, "V., M. C. 
y otro s/ determinación de la capacidad", Fallos 341:1450, 
del 30/10/2018: "[L]a sala omitió ponderar la particular 
situación de vulnerabilidad en que se encuentra la cau-
sante —internada desde el año 2008—, habida cuenta 
de la escasa entidad de sus ingresos que consisten en un 
haber mínimo previsional, y más allá de ser propietaria 
de un inmueble en la calle Boedo, de una parte indivisa 
de otro en la calle Venezuela (fs. 43) y de resultar incier-
ta la titularidad del bien —en proceso de desalojo— que 
habita su hija menor de edad. Por tanto, sin siquiera una 
mínima justi"cación sumaria y por la sola existencia de 
esos bienes inmuebles improductivos, no puede a"r-
marse que se encuentra en condiciones de satisfacer los 
honorarios de un abogado, generando un grave menos-
cabo a las reglas del debido proceso y comprometiendo 
la garantía constitucional de defensa en juicio (art. 18 de 
la CN). (...) Que es criterio reiterado del Tribunal que el 
respeto de la regla del debido proceso debe ser observa-
do, con mayor razón en el caso de quien padece un su-
frimiento mental debido al estado de vulnerabilidad, fra-
gilidad, impotencia y abandono en el que se encuentran 
frecuentemente estas personas, lo que rea"rma el princi-
pio constitucional a una tutela judicial efectiva (conf. arg. 
Fallos 328:4832; 331:1859 y CSJ 334/2012 (48-T)/CS1 "Te-
rruli, Jorge M. c. González, Manuel E. y otros s/ ejecución 
hipotecaria", del 22 de diciembre de 2015)."

 (16)  "Callejas, Claudia y otra s/ violación de secretos", 
Fallos 343:103, del 27/02/2020, del dictamen de la Procu-
ración General al que la Corte remite: "En efecto, la ley 
26.485 —a la que la provincia de Tucumán adhirió me-
diante ley 8336— garantiza el acceso a la justicia a mu-
jeres que padecen violencia en cualquiera de sus mani-
festaciones y ámbitos, entre la que se destaca la violencia 
institucional, obstétrica y contra la libertad reproductiva 
(arts. 2, inc. f, 3, inc. i, y 6). En particular, el art. 16 pre-
vé que, en el marco de los procedimientos judiciales, las 
mujeres tienen derecho a obtener una respuesta opor-
tuna y efectiva, a que su opinión sea tenida en cuenta al 
momento de arribar a una decisión, y a participar en el 
procedimiento recibiendo información sobre el estado 
de la causa (incs. b, d, y g; en el mismo sentido, Reglas 
de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en 
condición de Vulnerabilidad, cap. II, secc. 4, y cap. III, 
secc. 1)".

 (17)  "M. D. S. R. y otra s/ ordinario s/ nulidad de sen-
tencia e impugnación declaratoria de herederos", Fallos 

vulnerables a los pueblos indígenas  (18); cier-
tos contribuyentes  (19); los menores incluso 
sujetos a encierro (20); quienes consumen ciga-

335:1838, del 26/09/2012: "[E]l interés superior del niño 
proporciona un parámetro objetivo que permite resolver 
los problemas de los niños en el sentido de que la decisión 
se de"ne por lo que resulta de mayor bene"cio para ellos. 
De esta manera, frente a un presunto interés del adulto, se 
prioriza el del niño (conf. Fallos 328:2870; 331:2047 y cau-
sa N.157.XLVI "N.N. o U., V. s/ protección de persona", del 
12/06/2012). Asimismo, se ha señalado que al considerar 
y hacer prevalecer por sobre todos los intereses en juego, 
el del sujeto más vulnerable y necesitado de protección, 
los tribunales deben ser sumamente cautos en modi"car 
situaciones de hecho respecto de personas menores de 
edad y mantener, en consecuencia, aquellas condiciones 
de equilibrio que aparecen como más estables, evitando 
así nuevos con!ictos cuyas consecuencias resultan impre-
decibles (conf. Fallos 328:2870 y 331:147)".

  (18)  "Comunidad Mapuche Catalán y Confederación 
Indígena Neuquina c. Provincia del Neuquén s/acción de 
inconstitucionalidad", Fallos 344:441, del 08/04/2021, del 
dictamen de la Procuración General al que la Corte remite: 
"La situación de vulnerabilidad en la que se encuentran los 
pueblos indígenas —debido a su idiosincrasia que los dife-
rencia de la mayoría de la población— exige que el Estado 
diseñe, promueva y fomente diversas formas de participa-
ción que permitan a dichos sectores de la sociedad enten-
der en los asuntos públicos que involucren sus intereses".

  (19)  "García, María I. c. AFIP s/ acción meramente 
declarativa de inconstitucionalidad", Fallos 342:411, del 
26/03/2019: "[L]a sola capacidad contributiva como pa-
rámetro para el establecimiento de tributos a los jubila-
dos, pensionados, retirados o subsidiados, resulta insu"-
ciente si no se pondera la vulnerabilidad vital del colecti-
vo concernido. La falta de consideración de esta circuns-
tancia como pauta de diferenciación tributaria supone 
igualar a los vulnerables con quienes no lo son, desco-
nociendo la incidencia económica que la carga "scal 
genera en la formulación del presupuesto de gastos que 
la fragilidad irroga, colocando al colectivo considerado 
en una situación de notoria e injusta desventaja". "Gar-
cía Blanco, Esteban c. ANSES s/ reajustes varios", Fallos 
344:983, del 06/05/2021, del precedente "García", Fallos 
342:411, al que la Corte remite: "[E]l análisis integral de 
la capacidad contributiva implica que la equiparación de 
un jubilado en condiciones de mayor vulnerabilidad con 
otro que no se encuentra en esa situación, pasa por alto 
el hecho evidente de que el mismo ingreso no impactará 
de igual manera en un caso que en otro, insumiendo más 
gastos en el primero que en el segundo. Dicho de otro 
modo: la misma capacidad económica —convertida sin 
más por el legislador en capacidad contributiva— está 
destinada a rendir en ambos casos de manera diferente, 
desigualando en la realidad lo que el legislador igualó".

 (20)  "Cejas Meliare, Ariel s/ hábeas corpus", Fallos 
339:381, del 05/04/2016, del dictamen de la Procuración 
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rrillos (21); quien padece un cuadro de cuadri-
plejia irreversible desde el nacimiento por mala 
praxis médica (22); o un menor con lesiones y 
secuelas por sepsis severa (23).

General al que la Corte remite: "La Corte Suprema de 
Justicia de la Nación sostuvo en el precedente 'Maldo-
nado' que corresponde a un incuestionable dato ónti-
co que los niños no tienen el mismo grado de madurez 
que debe suponerse y exigirse en los adultos, lo cual los 
coloca en una situación de vulnerabilidad que merece 
especiales obligaciones de tutela (Fallos 328:4343). El 
'interés superior del niño' implica que los tribunales de-
ben considerar como criterios rectores el resguardo del 
desarrollo y del ejercicio pleno de sus derechos en todos 
los órdenes de la vida, dispensándoles un trato diferente 
en función de sus condiciones especiales, para lo cual 
el Estado argentino se comprometió a adoptar medi-
das positivas: entre otras, la de asegurar la protección 
contra malos tratos, en su relación con las autoridades 
públicas (arts. 3, 17, 19 y 37 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño)".

 (21)  "Nobleza Piccardo SAIEyF c. Santa Fe, Provincia 
de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos 
338:1110, del 27/10/2015, voto del Dr. Lorenzetti: "En 
efecto, la norma impugnada pretende proteger la salud 
de quienes consumen cigarrillos, que constituyen un 
grupo especialmente vulnerable, en tanto —para mu-
chos de ellos— el hábito de fumar se ha transformado en 
una adicción".

 (22)  "Institutos Médicos Antártida s/ quiebra s/ inc. 
de verificación (R. A. F. y L. R. H. de F.)", Fallos 342:459, 
del 26/03/2019: "[L]os derechos humanos reconocidos 
tanto por nuestra Constitución Nacional como por las 
convenciones internacionales mencionadas; la extre-
ma situación de vulnerabilidad de B. M. F. y el reclamo 
efectuado, que tiene por objeto satisfacer sus derechos 
esenciales, los que llevan a concluir que el crédito en 
cuestión debe estar resguardado por un privilegio que 
lo coloque en un plano superior al de los demás cré-
ditos privilegiados. Ello así, con el fin de garantizar a 
B. M. F. —en alguna medida— el goce de su derecho 
al disfrute del más alto nivel posible de salud y de una 
vida plena y decente en condiciones que aseguren su 
dignidad".

  (23)  "Recurso Queja nro. 1 - García, Facundo Nico-
lás y otros c. Municipalidad de San Isidro y otros", Fallos 
344:1291, del 03/06/2021, del dictamen de la Procuración 
General al que la Corte remite: "En cuanto a los planteos 
referidos a los montos del resarcimiento que reclaman 
los actores, opino que —al momento de establecerlos en 
la nueva sentencia que en este dictamen se propicia que 
se dicte— no debería prescindirse de los principios recto-
res que ha delineado la Corte para supuestos como el del 
sub lite (conf. Fallos 342:459), en los que se ha veri"cado, 
como aquí, la extrema situación de vulnerabilidad de los 
actores y la falta de recursos económicos su"cientes para 
afrontar los tratamientos médicos adecuados".

II.2. Contextualización en la jurisprudencia

Las personas consideradas vulnerables en ra-
zón del contexto, situación o entorno en el cual 
se hallan, incluirían, desde la perspectiva juris-
prudencial, a quienes, amén de su debilidad o 
postergación —que, en principio, podría tener 
entidad su"ciente como para colocarlos en el 
universo de la vulnerabilidad por objetiva “cate-
gorización”—, hallan, en cierta situación o con-
texto, el determinante de la vulnerabilidad. Ello, 
al menos, desde la mirada jurisprudencial que 
se pueda haber adoptado en cada caso. En estos 
supuestos, de contextualización, la situación, 
contexto, entorno o circunstancias no resulta-
rán neutros, sino que se erigirían en factores re-
levantes a considerar a los "nes de la inclusión 
en el universo de personas vulnerables.

Así, se han considerado vulnerables a ciertos 
deudores que hipotecaron una vivienda fami-
liar (24). Similar actitud se advierte respecto de 
quien ya no podría pescar por haberse construi-
do una represa hidroeléctrica en el lugar donde 
se desarrollaba esa actividad (25).

 (24)  "Rinaldi, Francisco A. y otro c. Guzmán Toledo, 
Ronal C. y otra y otro s/ ejecución hipotecaria", Fallos 
330:855, del 15/03/2007, voto de los Dres. Lorenzetti y 
Za%aroni: "[L]a legislación [de emergencia] que se exa-
mina es consistente con una recomposición del contrato 
basada en la excesiva onerosidad sobreviviente, y con la 
protección del consumidor endeudado en un grado que 
afecta sus derechos fundamentales y el acceso a la vivien-
da, lo que permite sostener su legitimidad. La igualdad 
no se ve afectada cuando el legislador elige a un grupo de 
sujetos para protegerlos especialmente, por su vulnera-
bilidad y con fundamento en la tutela de los consumido-
res y la vivienda familiar".

 (25)  "Ramírez, Juan C. c. Entidad Binacional Yacyretá 
s/ daños y perjuicios y daño moral", Fallos 330:2548, del 
05/06/2007, disidencia del Dr. Za%aroni: "[E]n el caso de 
que una determinada política pública genere, como con-
trapartida, un grupo vulnerable y desfavorecido (como el 
que integra el actor), la obligación primigenia del Estado 
debe consistir en brindarle un mayor nivel de protección, 
adoptando medidas positivas para reducir las desven-
tajas estructurales y dando trato preferente apropiado a 
esas personas, a "n de conseguir los objetivos de la plena 
realización e igualdad dentro de la sociedad para todas 
ellas, logro que jamás podrán alcanzar si no se encuen-
tran satisfechas sus necesidades básicas y mínimas, que 
resultan inherentes a su condición de seres humanos. 
En tal sentido, no está de más recordar que la Agenda 
21 adoptada por la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992 pone es-



Marzo - Abril 2022 | 140 • RDA • 25 

Estela B. Sacristán

Los menores de edad, de cara a la adop-
ción  (26) y ante guardas de aristas debatibles, 
también han sido visualizados como vulnera-
bles  (27). Lo mismo se ha predicado respecto 
de quienes se hallan en situación de calle (28), 
y en relación con los discapacitados en delicada 
situación socioeconómica (29).

pecial énfasis en la protección de los grupos vulnerables 
y los sectores más pobres de la población, como medidas 
indispensables para alcanzar el desarrollo sustentable".

  (26)  "Guarino, Humberto J. y otros s/ guarda prea-
doptiva", Fallos 331:147, del 19/02/2008, del dictamen 
de la Procuración General, al que remitió la Corte Su-
prema: "Ello entendido desde la perspectiva, tal como 
lo ha sostenido reiteradamente V. E. que, al considerar y 
hacer prevalecer por sobre todos los intereses en juego, 
el del sujeto más vulnerable y necesitado de protección, 
los tribunales deben ser sumamente cautos en modi"car 
situaciones de hecho respecto de personas menores de 
edad y mantener, en consecuencia, aquellas condiciones 
de equilibrio que aparecen como más estables, evitan-
do así nuevos con!ictos cuyas consecuencias resultan 
impredecibles (v. doctrina de Fallos 328:2870, cons. 8°, 
penúltimo párrafo; sentencia de fecha 13 de marzo de 
2007, en autos S. C. A. N° 418, L. XLI "A., F. s/ protección 
de persona", cons. 9° in "ne)".

 (27)  "M. M. S. s/ guarda", CIV 090032/2013/CS001, del 
27/05/2015, del dictamen de la Procuración General al 
que la Corte remite: "[E]l detalle de los defectos del fallo 
que dispuso el secuestro de la niña no implica validar el 
modo de obtener la guarda, que presenta aristas observa-
bles, sino poner de resalto que la solución, lejos de hacer 
hincapié en lo que aparece como más favorable para la 
niña, la somete a una nueva situación de vulnerabilidad 
y de desamparo al resolver, en última instancia, que sea 
entregada a otra familia, padeciendo una nueva desvin-
culación y otro desarraigo".

 (28)  "Q. C. S. Y. c. Gobierno de la Ciudad de Buenos Ai-
res y otro s/ amparo", Fallos 335:452, del 24/04/2012: "(...) 
[E]s difícil imaginar un estado más desesperante: hay un 
niño discapacitado, con una madre en situación de calle. 
La razonabilidad signi"ca entonces que, sin perjuicio de 
las decisiones políticas discrecionales, los poderes deben 
atender a las garantías mínimas indispensables para que 
una persona sea considerada como tal en situaciones de 
extrema vulnerabilidad".

  (29)  "Asociación Civil para la Defensa en el Ámbito 
Federal e Internacional de Derechos c. Instituto Nacio-
nal de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ 
amparo", Fallos 338:29, del 10/02/2015: "[A] los efectos 
de garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva de un 
colectivo altamente vulnerable, no sólo por la discapa-
cidad que padecen sus integrantes sino también por su 
delicada situación socio-económica, corresponde reco-
nocer legitimación a las asociaciones actoras para iniciar 
la presente acción colectiva. Máxime si se repara que con 

Asimismo, habrían sido considerados en con-
diciones de vulnerabilidad aquellos a quienes 
se les ha planteado una internación psiquiá-
trica coactiva  (30). También se detectó vul-
nerabilidad en personas cuyos datos, que les 
pertenecen, circulan sin su control (31). Podrían 

la pretensión procesal deducida en autos se procura ga-
rantizar el acceso, en tiempo y forma, a prestaciones de 
salud relacionadas con la vida y la integridad física de las 
personas". En similar sentido, "A., V. M. c. OSFGPICyD s/ 
amparo ley 16.986", Fallos 339:1683, del 13/12/2016, del 
dictamen de la Procuración General al que la Corte remi-
te: "Opino que la interpretación realizada por el a quo del 
alcance de la exención de la contracautela establecida en 
el art. 200, inc. 2, del Código Procesal Civil y Comercial 
de la Nación, en tanto consideró que no incluye a quien 
goza del bene"cio provisional consagrado en el art. 83, 
limita irrazonablemente el derecho a la tutela judicial 
efectiva de índole cautelar, respecto de los derechos de 
una persona en situación de vulnerabilidad (arts. 18, 75, 
incs. 22 y 23, CN; arts. 8 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; y 14 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos). Al respecto, la Corte 
Suprema ha dicho que 'el bene"cio de litigar sin gastos 
tiende a poner en situación similar a las personas que de-
ben intervenir en un proceso concreto, a "n de que quien 
carezca de recursos su"cientes para afrontar las cargas 
económicas que impone el juicio, pueda atender con 
amplitud cuanto demande el reconocimiento judicial de 
su derecho' ("Sto%regen de Schreyer", considerando 6°)".

 (30)  "T. R. A. s/ internación - 22.127", Fallos 328:4832, del 
27/12/2005: "Estas reglas [del debido proceso] deben, con 
mayor razón, ser observadas en los procesos en los que se 
plantea una internación psiquiátrica coactiva en virtud del 
estado de vulnerabilidad, fragilidad, impotencia y abando-
no en el cual se encuentran frecuentemente quienes son 
sometidos a tratamientos de esta índole, erigiéndose por 
ende, como esencial el control por parte de los magistrados 
de las condiciones en que aquélla se desarrolla". "Hermo-
sa, Luis A. s/ insania", Fallos 330:2774, del 12/06/2007, di-
sidencias de los Dres. Ricardo Luis Lorenzetti y E. Raúl Za-
%aroni y de la Dra. Carmen M. Argibay: "[E]n dicha clase de 
procesos, la mencionada regla debe ser, con mayor razón, 
observada 'en virtud del estado de vulnerabilidad, fragili-
dad, impotencia y abandono en el cual se encuentran fre-
cuentemente quienes son sometidos a tratamientos de esta 
índole, erigiéndose por ende, como esencial el control por 
parte de los magistrados de las condiciones en que aqué-
lla se desarrolla". En igual sentido, "A. M. J. s/internación", 
Fallos 330:5234, del 18/12/2007; "Duarte, José A. s/ inter-
nación", Fallos 331:68, del 05/02/2008; "R. M. J. s/ insania", 
Fallos 331:211, del 19/02/2008; "B. M. A. s/ art. 482 C.C.", 
Fallos 331:1524, del 24/06/2008; "M. S. A. s/ insania", Fallos 
331:1859, del 12/08/2008; "R. D. F. s/ art. 482 C.C.", Fallos 
331:1854, del 12/08/2008.

 (31)  "Di Nunzio Daniel F. c. First National Bank of Bos-
ton y otros s/ hábeas data", Fallos 329:5239, del 21/11/2006, 
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sumarse a la enumeración los usuarios residen-
ciales del servicio público de distribución eléctri-
ca (32), o los usuarios de las farmacias (33).

En estos casos, el factor contexto sería re-
levante a efectos de la cali"cación como vul-
nerable. Pero no puedo dejar de señalar el 
interrogante que se plantea en el plano tempo-
ral: el interrogante hace a cuán extensa, tem-
poralmente, tendría que ser la inserción en el 
contexto considerado determinante. De allí que, 
en forma comparativa, la técnica de “categoriza-
ción” ostentaría menor indeterminación o ma-
yor objetividad o seguridad que la técnica de 
“contextualización”, de horizontes más amplios.

II.3. Categorización en la normativa

Numerosas normas contemplan a perso-
nas vulnerables incluidas en las clasificacio-

voto del Dr. Lorenzetti: "En primer lugar, cabe señalar que 
el bien jurídico protegido es la privacidad en sentido am-
plio, contemplada en el art. 19 de la Carta Magna. Se trata 
de la protección de la persona y de la esfera de la indivi-
dualidad personal, que en nuestro derecho incluye a las 
personas de existencia ideal (art. 1° de la ley 25.326), la que 
se encuentra en un estado de vulnerabilidad cuando los 
datos que le pertenecen circulan sin su control".

 (32)  "Centro de Estudios para la Promoción de la Igual-
dad y la Solidaridad y otros c. Ministerio de Energía y Mine-
ría s/ amparo colectivo", Fallos 339:1077, del 18/08/2016: 
"De la reseña efectuada surge que solo respecto de los 
'usuarios residenciales' (conforme decreto 2255/1992 —
Anexo "B", Subanexo II—, decreto 181/2004 y resolución 
ENARGAS 409/2008) es posible sostener que el caso invo-
lucre un supuesto en el que se encuentre comprometido el 
acceso a la justicia. Ello es así, en tanto sólo en relación con 
el mencionado colectivo cabe aquí presumir una posición 
de mayor vulnerabilidad frente al efectivo cumplimiento 
de la garantía constitucional señalada (considerando 13, 
4° párr. del precedente "Halabi" citado)".

 (33)  "Farmacity SA c. Fisco de la Provincia de Buenos 
Aires y otro s/ pretensión anulatoria - recurso extraor-
dinario de inaplicabilidad de ley", Fallos 344:1557, del 
30/06/2021, voto de la mayoría: "En efecto, la norma 
impugnada [ley 10.606 de la Provincia de Buenos Aires] 
pretende proteger la salud de quienes consumen medi-
camentos, que constituyen un grupo especialmente vul-
nerable"; y voto del Dr. Irurzun (conjuez): "Como se ve, 
la regulación adoptada es consecuencia de una política 
sanitaria que ubicó a la salud como un derecho humano 
esencial merecedor —como tal— de una protección es-
pecial, donde la relación entre los usuarios y el despacho 
farmacéutico se diera en un contexto donde la vulnerabi-
lidad que implica su necesidad de acceso se encuentre a 
resguardo de un prevalente interés comercial".

nes que aquellas —expresa o implícitamente, 
objetiva o comparativamente— consagran, a 
efectos de sus respectivos ámbitos de aplica-
ción (34).

(34)  En forma tan solo enunciativa, ver: ley 24.628, 
de 1996, de aprobación de modi"caciones al Convenio 
Constitutivo del Banco Interamericano de Desarrollo, 
sección 2.18: "los sectores más vulnerables de la po-
blación, en particular a las mujeres, jóvenes y niños";  
ley 24.658, de 1996, Protocolo de San Salvador, art. 10.2.f ): 
"satisfacción de las necesidades de salud de los grupos 
de más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza 
sean más vulnerables"; ley 25.212, de 1999, de rati"cación 
del Pacto Federal del Trabajo, anexo III, art. 5°: "grupos 
más vulnerables de trabajadores tales como discapa-
citados y servicio doméstico"'; ley 25.989, de 2004, de 
creación del régimen de Donación de Alimentos, art. 1°: 
"satisfacer las necesidades alimentarias de la población 
económicamente más vulnerable"; ley 26.165, de 2006, 
de Reconocimiento y Protección al Refugiado, art. 53: "en 
caso de los menores se (...) [dará] cuenta a los organismos 
con responsabilidad primaria en políticas dirigidas a gru-
pos vulnerables a los "nes de una solución e"caz, rápida 
y de contención efectiva a dichas personas"; ley 26.854, 
de 2013, de Medidas Cautelares, art. 2°: "2. La providencia 
cautelar dictada contra el Estado nacional y sus entes des-
centralizados por un juez o tribunal incompetente, sólo 
tendrá e"cacia cuando se trate de sectores socialmente 
vulnerables acreditados en el proceso (...)"; ley 26.298, de 
2014, de aprobación de la Convención Internacional para 
la protección de las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas, art. 7°, inc. 2: "(...) quienes sean culpables de la 
desaparición forzada de mujeres embarazadas, menores, 
personas con discapacidades u otras personas particu-
larmente vulnerables"; ley 26.934, de 2014, Plan Integral 
para el Abordaje de los Consumos Problemáticos, art. 5°: 
"sectores con mayores niveles de vulnerabilidad", y arts. 
15 y 18, sobre sujetos que hayan tenido consumos pro-
blemáticos que se hallen en "situación de vulnerabilidad 
social"; ley 27.149, de 2015, de Ministerio Público de la 
Defensa de la Nación, que, en lo principal, "promueve 
toda medida tendiente a la protección y defensa de los 
derechos fundamentales de las personas, en especial 
de quienes se encuentren en situación de vulnerabili-
dad" (art. 1°), establece el principio de que sus órganos 
"(...) cumplen e instan a hacer cumplir la Constitución 
Nacional, los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, las leyes, las reglamentaciones, los protocolos 
de actuación y toda disposición para la protección y de-
fensa de la persona, en especial, el acceso a la justicia de 
quienes se encuentren en condición de vulnerabilidad o 
con discriminación estructural, el que estará sujeto a un 
diligenciamiento preferencial" (art. 5°, inc. a), y asigna 
competencia a dicho órgano constitucional para estable-
cer "los criterios objetivos y subjetivos de (...) vulnerabi-
lidad que habiliten la provisión del servicio de Defensa 
Pública más allá de los casos en los que correspondie-
re su intervención obligada" (art. 5°) y en relación con  
"[o]tros programas y comisiones relacionados con te-



Marzo - Abril 2022 | 140 • RDA • 27 

Estela B. Sacristán

En el renglón estrictamente normativo vemos 
que puede haber personas vulnerables por ca-
tegorización, y también por contextualización.

Veamos algunos supuestos de personas vul-
nerables por categorización en la Ley de Minis-
terios, que brinda ejemplos al respecto:

II.3.a. Ley de Ministerios

La Ley de Ministerios, vigente al momento 
de escribir estas líneas, presenta diversas ins-
tancias de vulnerabilidad por categorización, 
objetiva y clara, en especial en las normas atri-
butivas de competencia del Ministerio de Desa-
rrollo Social.

En dicha norma de organización administra-
tiva ministerial aparecen expresamente men-
cionados los “sectores más vulnerables” como 
género que comprendería, enunciativamente, 
a las siguientes categorías: “personas con disca-

máticas vinculadas con sectores vulnerables, en es-
pecial detenidos (...)" (art. 5°, inc. 6°), además de la de  
"[d]iseñar y ejecutar políticas públicas para la protección 
de sectores en condición de vulnerabilidad (...) (art. 35, 
inc. e), y agrega que los Defensores Públicos O"ciales tie-
nen los deberes de "[e]jercer el patrocinio y representa-
ción en juicio como actor o demandado, en los distintos 
fueros, de quien invoque y justi"que (...) situación de vul-
nerabilidad (...)" (art. 42, inc. a), "[c]ontestar las consultas 
formuladas por personas (...) en situación de vulnerabili-
dad y asistirlas en los trámites pertinentes y dar respuesta 
a las consultas en materia penal efectuadas por cualquier 
persona que requiera la asistencia de un defensor públi-
co" (art. 42, inc. f ), y "[d]esplegar acciones de abordaje 
territorial y relevamiento de demandas individuales y co-
lectivas, si (...) la situación de vulnerabilidad las exigieren 
(...)" (art. 42, inc. m); ley 27.197, de 2015, de Lucha contra 
el Sedentarismo, art. 5°, inc. f ), que otorga, a la autoridad 
de aplicación, competencia respecto de "[m]onitorear los 
niveles de actividad física y aptitud física en la población, 
con énfasis en grupos vulnerables como niños, adoles-
centes, personas mayores y personas con discapacidad 
(...)";ley 27.287, de 2016, de creación del Sistema Nacio-
nal para la Gestión Integral del Riesgo y la Protección 
Civil, art. 3°, inc. w, el cual de"ne "vulnerabilidad" como 
"factor interno de una comunidad o sistema. Caracterís-
ticas de la sociedad acorde a su contexto que la hacen 
susceptibles de sufrir un daño o pérdida grave en caso de 
que se concrete una amenaza"; L. 27506 de 2019, de Ré-
gimen de Promoción de la Economía del Conocimiento, 
art. 3°, según el cual, entre los recaudos de inscripción en 
el respectivo registro, se incluye acreditar inversiones en 
capacitación, incluyendo las "destinadas (...) otros gru-
pos vulnerables (...)"; entre otras.

pacidad, las niñas, los niños y adolescentes, las 
mujeres y los adultos mayores” (35).

II.3.b. Res. 139/2020 de la Secretaría de Co-
mercio Interior

Por su parte, la resolución de este acápite crea 
la "gura del “consumidor hipervulnerable”. De 
su cons. 9° surge que consumidor hipervulne-
rable sería aquel que se halla en situación de 
“hipervulnerabilidad, doble vulnerabilidad o 
vulnerabilidad agravada”.

Estarían comprendidos en tal universo de 
consumidores, por categorización objetiva y 
clara, en forma genérica, quienes, según su art. 
1°, son “consumidores que sean personas hu-
manas y que se encuentren en otras situaciones 
de vulnerabilidad en razón de su edad, género, 
estado físico o mental, (...) que provoquen espe-
ciales di"cultades para ejercer con plenitud sus 
derechos como consumidores”.

La citada resolución, asimismo, en su art. 1°, 
in !ne, agrega, por categorización, que también 
podrán ser considerados consumidores hiper-
vulnerables “las personas jurídicas sin "nes de 
lucro que orienten sus objetos sociales a los co-
lectivos comprendidos en el presente artículo”.

Por ende, se advierte, en esta resolución, una 
doble mecánica de categorización: en favor de 
ciertas personas humanas, y a favor de ciertas 
personas jurídicas sin "nes de lucro; estas, a 
su vez, tipi"carían en la medida en que su ob-
jeto social se halle “orientado” a los “colectivos 
comprendidos” en el citado art. 1°. Desde la 

  (35)  Ley 22.520, o Ley de Ministerios, art. 23 bis: 
"Compete al Ministerio de Desarrollo Social asistir al 
Presidente de la Nación y al Jefe de Gabinete de Minis-
tros, en orden a sus competencias, en todo lo inherente 
a la política social orientada a la asistencia, promoción, 
cuidados e inclusión social y el desarrollo humano, la 
seguridad alimentaria, la reducción de la pobreza, el 
desarrollo de igualdad de oportunidades para los secto-
res más vulnerables, en particular para las personas con 
discapacidad, las niñas, los niños y adolescentes, las mu-
jeres y los adultos mayores, la protección de las familias 
y el fortalecimiento de las organizaciones comunitarias, 
así como en lo relativo al acceso a la vivienda y el hábitat 
dignos y a la integración socio urbana, y al cumplimiento 
de los compromisos asumidos en relación con los trata-
dos internacionales y los convenios multinacionales, en 
materia de su competencia (...)".
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plataforma de la categorización, los colectivos 
en cuestión, a los cuales tendría que hallarse 
“orientado” o dirigido el objeto social, involu-
crarían personas consumidoras de cierta edad; 
personas consumidoras de cierto género; perso-
nas consumidoras en cierto estado físico; y per-
sonas consumidoras con cierto estado mental. 
Se estaría, por ende, ante una suerte de catego-
rización (a los "nes del objeto social) dentro de 
otra categorización mayor (a los "nes del art. 1° 
de la resolución citada). Ello, sin perjuicio de lo 
que agregaré en el acápite siguiente (II.4.b.).

El art. 2° brinda especi"cación sobre la cate-
gorización subjetiva que se efectúa, y enumera: 
niños, niñas y adolescentes; personas pertene-
cientes al colectivo conformado por lesbianas, 
gays, bisexuales y transgénero; personas mayo-
res de 70 años; personas con discapacidad con-
forme certi"cado que así lo acredite.

II.4. Contextualización en la normativa

II.4.a. Ley de Ministerios

La ya citada Ley de Ministerios, a su vez, con-
templa supuestos de inclusión en la noción de 
vulnerabilidad con base en el contexto o situa-
ción o medio en el cual se hallen las personas 
en cuestión.

Así, alude a: “población más vulnerable”, con 
su intrínseca cuota de comparación en grado 
superlativo respecto del contexto o medio; “gru-
pos sociales especialmente vulnerables”, con su 
intrínseca nota comparativa, de bordes semán-
ticos imprecisos, a la luz de la especialidad re-
querida; “grupos poblacionales en situaciones 
de vulnerabilidad”, con su componente de im-
precisión demográ"ca por dependerse de la 
previas de"nición del respectivo grupo involu-
crado; “personas con discapacidad en situación 
de vulnerabilidad social”, cuando podría argüir-
se que la persona con discapacidad tendría que 
ser considerada vulnerable por categorización, 
en sí misma, independientemente del medio o 
contexto social; “personas en situación de vul-
nerabilidad social, tanto del país como fuera 
de él”, donde se entremezclaría la nacionalidad 
(“del país”) con la localización o ubicación física 
(“fuera de él”); “otros actores de la comunidad 
que se encuentren en estado de vulnerabilidad 
social”, expresión esta última que remite a lo 

acotado respecto de los bordes semánticos de 
la expresión “vulnerabilidad social”; así como 
“población en situación de vulnerabilidad so-
cial”, con eventual superposición semántica res-
pecto de categorías ya enumeradas en la citada 
Ley y reseñadas (36).

II.4.b. Res. 139/2020 de la Secretaría de Co-
mercio Interior

Por su parte, la ya mencionada res. 139/2020 
ilustra en materia de contextualización pues, ya 
en su art. 1°, “(...) se consideran consumidores 
hipervulnerables, a aquellos consumidores que 
sean personas humanas y que se encuentren en 
otras situaciones de vulnerabilidad (...) por cir-
cunstancias sociales, económicas, étnicas y/o 
culturales, que provoquen especiales di"cul-
tades para ejercer con plenitud sus derechos 
como consumidores”. Será, por ende, una hi-
pervulnerabilidad humana dotada de un com-

 (36)  Ver ley 22.520, o Ley de Ministerios, art. 23 bis: 
"Compete al Ministerio de Desarrollo Social (...) en par-
ticular: (...) 3. Entender en la ejecución de las acciones 
tendientes a garantizar condiciones de bienestar de la 
población más vulnerable. (...) 10. Intervenir en la de"ni-
ción de los criterios de asignación de recursos "nancie-
ros del Estado Nacional destinados a la población en si-
tuación de pobreza y a los grupos sociales especialmente 
vulnerables. 11. Entender en la organización y operación 
de un sistema de información social, con indicadores re-
levantes sobre los grupos poblacionales en situaciones de 
vulnerabilidad, que permita una adecuada focalización 
del conjunto de las políticas y programas sociales nacio-
nales. (...) 14. Intervenir en la elaboración y ejecución de 
acciones tendientes a lograr el pleno desarrollo personal 
de las personas con discapacidad en situación de vulne-
rabilidad social. 15. Entender en la ejecución de acciones 
de asistencia directa a personas en situación de vulne-
rabilidad social, tanto del país como fuera de él, partici-
pando en acciones en cumplimiento de compromisos o 
planes de ayuda internacionales. (...) 18. Entender, en el 
ámbito de su competencia, en la elaboración, dirección 
y "scalización de los regímenes relacionados con niños, 
niñas, adultos mayores, mujeres, jóvenes, personas con 
discapacidad y otros actores de la comunidad que se en-
cuentren en estado de vulnerabilidad social, así como en 
la defensa y garantía de sus derechos. (...) 23. Entender 
en el diseño e implementación de planes para la aplica-
ción de los instrumentos metodológicos de la Economía 
Social, principalmente la promoción de Microcréditos, 
adopción de Marca Colectiva y promoción de la comer-
cialización comunitaria destinados al fortalecimiento de 
las capacidades de inclusión de la población en situación 
de vulnerabilidad social."
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ponente comparativo, dependiente, a su vez, de 
las precitadas circunstancias.

A su vez, la doble categorización ya explica-
da en materia de personas jurídicas sin "nes 
de lucro adquirirá, ante la norma recién trans-
cripta, rasgos de doble contextualización. Así, 
desde la plataforma de la contextualización, los 
colectivos en cuestión, a los cuales tendría que 
hallarse “orientado” o dirigido el objeto social, 
involucrarían personas humanas consumidoras 
que “por circunstancias sociales, económicas, 
étnicas y/o culturales (...)” se hallen en “espe-
ciales di"cultades para ejercer con plenitud sus 
derechos como consumidores”. Nuevamente, se 
estaría ante una suerte de contextualización (a 
los "nes del objeto social) dentro de otra con-
textualización mayor (a los "nes del art. 1° de la 
resolución citada).

El art. 2° enumera diversas “condiciones” de 
hipervulnerabilidad, y entiendo que la expre-
sión “condición” misma nos colocaría en el 
terreno no de la categorización sino de la con-
textualización. Ello pues, mientras la catego-
rización antes reseñada opera objetivamente 
por las características de las personas (ser niño; 
tener una edad de más de 70 años; etc.), la de-
pendencia respecto de una “condición” trae 
aparejada, inexorablemente, la consideración 
del contexto o medio. En otras palabras, a los 
efectos del consumidor hipervulnerable, este 
sería cali"cable como tal por darse, en forma in-
dispensable, cierta o ciertas circunstancias.

De tal modo, el art. 2° incorporaría, por con-
textualización, al migrante o turista, en cuya ca-
li"cación incidiría el factor físico o geográ"co 
territorial, y el factor temporal (37), entre otros; 
las personas pertenecientes a una “comunidad 
de pueblos originarios”, pertenencia a la cual 
tributan, como mínimo, los previos “reconoci-
miento”, “descendencia” y el haber “habitado” 
durante ciertos lapsos temporales históricos 
bajo la ley 23.302  (38); la ruralidad, que pone 
en juego, al menos, cierto medio, territorio, zo-

 (37)  Ver ley 23.408 (BO 30/03/1987), art. *. Ver, asimis-
mo, CA, arts. 265 y 773.

  (38)  Ver ley 23.302 (BO 12/11/1985), art. 2°: "Se en-
tenderá como comunidades indígenas a los conjuntos 
de familias que se reconozcan como tales por el hecho 
de descender de poblaciones que habitaban el territorio 

nas, tierra, ámbitos  (39), con hipotética de-
pendencia del previo reconocimiento bajo la  
ley 23.302 a efectos de la veri"cación de los actores 
de la ruralidad indígena. Asimismo, el precitado  
art. 2° incorporaría, por contextualización, a 
quienes residen en ciertos lugares: los barrios 
populares identi"cados bajo la ley 27.453 (40); 
pero se excluiría a las personas jurídicas con 
asiento en dichos barrios populares pues el pre-
citado art. 2° alude a “residencia” y no a “asien-
to”. Finalmente, el precitado art. 2° incluye, en su 
enumeración, a quienes se hallan en “situacio-
nes de vulnerabilidad socio-económica acredi-
tada por alguno de los siguientes requisitos (...)”: 
la acreditación respectiva remitirá a la consul-
ta de parámetros diversos, como ser el impor-
te del salario mínimo, vital y móvil; la consulta 
sobre calidad de bene"ciario de ciertas asigna-
ciones; la previa inscripción en el régimen de 
Monotributo Social; la registración como em-
pleada doméstica bajo la ley 26.844  (41); estar 
percibiendo un seguro de desempleo; o ser titu-
lar, bajo la ley 23.848 (42), de la pensión vitalicia 
para Veteranos de la Guerra del Atlántico Sur.

III. Re"exiones #nales

Pueden sintetizarse los párrafos preceden-
tes mediante la a"rmación de que, a efectos de 
determinar que alguien es vulnerable (o, en su 
caso, hipervulnerable), habría, al menos dos he-
rramientas legislativas diversas: la categoriza-
ción, y la contextualización.

La categorización, v.gr., la determinación de 
la vulnerabilidad con base en una característica 

nacional en la época de la conquista o colonización e 
indígenas o indios a los miembros de dicha comunidad".

 (39)  Ver las diversas expresiones que se utilizan, por 
ej., en la ley 27.118 (BO 28/01/2015) de agricultura fami-
liar, campesina e indígena, que es declarada de interés 
público en dicha ley, art. 1°.

 (40)  Ley 27.453 (BO 29/10/2018). Esta ley declara, de 
interés público, el régimen de "integración socio urbana" 
de ciertos barrios populares. Se tratará de aquellos ba-
rrios "identi"cados" en el Registro de Barrios Populares 
en Proceso de Integración Urbana del Dto. 358/2017 (BO 
23/05/2017), con más las características de"nidas en el 
decreto 2670/2015 (BO 09/12/2015), Anexo único, cap. 
XI, esto es, arts. 46 a 49.

 (41)  Ley 26.844 (BO 12/04/2013).

 (42)  Ley 23.848 (BO 19/10/1990).
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objetiva (como ser, por ejemplo, la condición de 
niño), parecería brindar respuestas más e"cien-
tes, más directas o inmediatas, por lo que inclu-
so deberían tenérselas por indiscutibles. A modo 
de ilustración, bajo la Ley de Ministerios, los ni-
ños son vulnerables por categorización  (43). 
Por otro lado, el art. 2° de la ley 23.849  (44)  
—que al momento de escribir estas líneas no ha 
sido declarado inconstitucional— establece que 
“se entiende por niño todo ser humano desde el 
momento de su concepción y hasta los 18 años 
de edad”. Así las cosas, la correspondiente cali"-
cación, por categorización, del niño concebido 
como vulnerable a efectos de la Ley de Ministe-
rios (45), entre otras, no debería ofrecer margen 
para el debate. En tal escenario, además, resul-
taría clave considerar el carácter obligatorio del 
ejercicio de la competencia, en la especie, mi-
nisterial (46). De tal modo, si a dicho Ministe-
rio compete asistir al Poder Ejecutivo “en todo 
lo inherente a la política social orientada a (...) 
el desarrollo de igualdad de oportunidades para 
(...) los niños” (47), no podría tal órgano minis-
terial llevar adelante tal competencia en forma 
contraria al derecho a la vida de estos últimos, 
vulnerables por simple categorización legal, y 
merecedores de plena protección (48).

 (43)  Ver nota al pie 35, supra.

 (44)  Ley 23.849 (BO 22/10/1990) Convención de los 
Derechos del Niño, con rango constitucional conf. art. 75, 
inc. 22, CN.

 (45)  Ver nota al pie 35, supra.

 (46)  Ver Ley 19.549 (BO 27/02/1972), art. 3°: "La com-
petencia de los órganos administrativos será la que resul-
te, según los casos, de la Constitución Nacional, de las le-
yes y de los reglamentos dictados en su consecuencia. Su 
ejercicio constituye una obligación de la autoridad o del 
órgano correspondiente (...)". (el destacado no es del ori-
ginal) En forma concordante, CASSAGNE, Juan C. (2021), 
"Los grandes principios del Derecho público (Constitu-
cional y Administrativo)", Rubinzal Culzoni, Buenos Ai-
res y Santa Fe, 2ª ed. actualizada, p. 510, y sus citas.

 (47)  Ver nota al pie 35, supra.

  (48)  Como enseña el Profesor Cassagne, "(...) [L]a 
desprotección que algunas legislaciones dejan a los seres 
humanos concebidos (que obviamente no pueden de-
fenderse) al legalizar el aborto implica impedirles a las 
personas por nacer el derecho humano más fundamen-
tal de todos, que es el derecho a la vida, dado que esos 
seres son personas humanas desde su concepción en el 
seno materno, como fue reconocido durante el siglo XIX 
y buena parte del XX por parte de los antiguos liberales 

La contextualización, por otro lado, aparece 
como una herramienta legislativa dotada de dos 
facetas: una de tinte negativo, y otra de tinte po-
sitivo.

Desde el lado negativo, se advierte que ten-
drían que efectuarse pluralidad de razonamien-
tos jurídicos antes de que se pueda efectuar, 
por contextualización, la determinación de 
que alguien es vulnerable. Así, se estaría ante 
adjetivaciones relacionales o intrínsecamen-
te comparativas (“sectores más vulnerables”) 
o habría que consultar (por ej., a efectos de la 
res. 139/2020), según los casos, diversos pará-
metros, muchos de los cuales se vieron al "nal 
del acápite precedente, que, si bien normativa-
mente estables, podría tener que ser aplicados a 
situaciones fácticamente inestables o mutables. 
Además, se supondría que los datos correspon-
dientes serían de acceso para el público, con 
permanente actualización, transparencia y bue-
na fe, o eventualmente pasibles de ser argüidos 
de privados. Incluso se veri"caría una suerte de 
dependencia ínsita en la determinación de vul-
nerabilidad (o hipervulnerabilidad) de índole 
dual: respecto de la situación o contexto; y res-
pecto de la respectiva información de sustento 
o acreditación.

Sin embargo, desde el lado positivo, se ha a"r-
mado que la contextualización, a efectos del 
juicio de vulnerabilidad, posee el bene"cio de 
permitir que puedan ser tenidas por vulnerables 
(o por hipervulnerables) personas que tipi"can 
en más de una causal (49). En el plano tempo-

que (ya fueran ateos o agnósticos) tenían plena concien-
cia de los principios del derecho natural y de los derechos 
fundamentales del hombre". Conf. CASSAGNE, Juan C. 
(2020), "La función social del Derecho administrativo", 
conferencia en Congreso Internacional de Derecho Ad-
ministrativo organizado por la Maestría y Especialización 
en Derecho Administrativo de la Universidad Nacional 
de La Matanza y FECIC, auspiciado por el Instituto Inter-
nacional de Derecho Administrativo, pp. 1-21, esp. p. 5. 
Disponible en: https://cijur.mpba.gov.ar/"les/bulletins/
Dr._Juan_Carlos_Cassagne_LA_FUNCIÓN_30-11__1_.
pdf (último acceso: 5/1/2022). En similar sentido, CAS-
SAGNE, Juan C. (2021), "Los grandes principios del Dere-
cho público (Constitucional y Administrativo)", Rubinzal 
Culzoni, 2ª ed. actualizada, Buenos Aires y Santa Fe, pp. 
329-332, esp. p. 332.

  (49)  GORDON, Bruce (2020), "Vulnerability in Re-
search. Basic Ethical Concepts and General Approach 
to Review", $e Ochsner Journal 2-: 34-38. Disponible 
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ral, la con!uencia de causales podría incidir en 
la permanencia en la cali"cación de vulnerable. 
Considérese el supuesto de un niño, concebido, 
vulnerable por categorización, que, además, re-
sulte vulnerable por contextualización al morar, 
por intermedio de su progenitora, en un barrio 
popular identi"cado bajo la ley 27.453, y des-
empeñar ella trabajos bajo la ley 26.844, ya re-
pasadas. Ese niño, aun cuando se modi"caren 
los contextos provistos por alguna de esas dos 
leyes (o ambas), seguiría siendo vulnerable por 
categorización mientras sea jurídicamente niño 
en el plano cronológico (tengo presente a Eco, 
cuando asevera que ciertas propiedades son 

en: http://www.ochsnerjournal.org/content/ochjnl/ 
20/1/34.full.pdf (último acceso: 5/1/2022). En igual sen-
tido, Presidential Commission for the Study of Bioethi-
cal Issues (2016) "Vulnerable Populations Background". 
Last update: Sept. 30, 2016, p. 6. Disponible en: https://
bioethicsarchive.georgetown.edu/pcsbi/sites/de-
fault/files/3%20Vulnerable%20Populations%20Back-
ground%209.30.16.pdf (último acceso: 5/1/2022).

más focales, más centrales, más diagnósticas, 
más resistentes que otras) (50). Ello, sin perjui-
cio de la eventual veri"cación de alguna nueva 
causal de vulnerabilidad, sea por categorización 
o por contextualización.

De otra parte, se ha considerado a la contex-
tualización como más e"ciente: permitiría cen-
trarse no en las características personales, que 
tributan a la categorización, sino tender la mi-
rada hacia el medio o contexto —origen o causa, 
en "n— que torna a alguien vulnerable (o hiper-
vulnerable) a los "nes de la "jación de objetivos 
o metas —políticas mediante— enderezados a 
su remediación (51).

 (50)  ECO, Umberto (1984), “Semiotics and the Philo-
sophy of Language", Indiana University Press, Blooming-
ton and Indianapolis, p. 86.

 (51)  SHI, Leiyu - STEVENS, Gregory D. (2021), “Vulne-
rable Population in the United States", John Wiley & Sons, 
Inc., Hoboken, NJ, third edition, p. 16.


